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El Fiscal General de la Nación, Eduardo Montealegre, ha vuelto a revolver el avispero con sus pensamientos sobre un referendo en octubre para darle atribuciones extraordinarias al Presidente de la República en materia de justicia transicional. Según dijo el Fiscal se trata de otorgarle al presidente el poder de adoptar por la vía de decretos legislativos medidas  de aplicación del Marco Constitucional para la Paz. Se ha llegado a un punto en el cual es evidente que es imposible avanzar con los instrumentos jurídicos existentes y con lo se cuenta no se ofrece una ruta para la construcción final del pacto y menos para garantizar su cumplimiento. 
 
Las virtudes de un referendo – más amplio que el propuesto -  se encuentran en darle al Presidente la capacidad de adoptar normas de manera ágil y en concordancia con lo que se pacte en la mesa de negociación con las FARC o con el ELN. El Presidente y no el Congreso sería el garante de la rápida institucionalización de los pactos en temas explícitamente establecidos; eso simplifica las transacciones internas y le reduce campo de maniobra a la oposición que quiere frustrar esa negociación con las guerrillas. Las facultades extraordinarias serían otorgadas por tiempo definido, por una vez y probablemente en el horizonte de la administración Santos, lo que ofrece mayor confianza a la transición  al futuro gobierno y legislativo.
 
Además, ese referendo le daría a las elecciones del 25 de octubre una dimensión trascendental por la convocatoria al pronunciamiento popular a favor de mecanismos para acelerar el cumplimiento de lo que se pacte en definitiva y esto sin poner en riesgo todo el proceso. Sería una prueba de fuerza con la oposición al proceso que se adelanta en La Habana,           muy saludable para la democracia.
 
En el pasado se  le han dado al Presidente atribuciones especiales para facilitar negociaciones de paz y consolidación de la democracia. Antes de la Constituyente las medidas de amnistía o beneficios penales, e  incluso los votos por la constituyente,  se hicieron a partir de decretos de estado de sitio.  En la nueva etapa, la Asamblea Constituyente en 1991 aprobó varios artículos transitorios en los cuales se autorizó al presidente de la República a  darle título de  congresistas a ciudadanos que hubieran pertenecido a grupos armados firmantes de pactos definitivos de paz; las facultades presidenciales incluyeron, para plazos cortos, temas tan importantes como el nombramiento de Contralor, Junta del Banco Central, organización de los nuevos departamentos, fondo especial de reparación en zonas impactadas por la violencia, aprobar el presupuesto de la nación y una serie de medidas fiscales,  reestructurar entidades de la rama ejecutiva, nombrar un super registrador para atacar la corrupción electoral, entre otros.  La Ley 418 de 1997  le permitió solicitar la suspensión de  ordenes de captura a guerrilleros y otra ley  lo facultaba a desmilitarizar zonas para ubicar combatientes en proceso de negociación. Esas facultades se derogaron después con otras leyes.
 
El expresidente Uribe y algunos de sus seguidores han criticado la posibilidad de un referendo que le dé poderes especiales al Presidente para adoptar medidas para facilitar los acuerdos o su aplicación. Tal vez olvida Uribe que ese procedimiento ha sido considerado constitucional en el pasado como se mostró cuando la Corte Constitucional validó el referendo propuesto en su administración que contenía entre otros la idea de permitirle al Presidente de la República el nombramiento de  “un número plural de congresistas, diputados y concejales, en representación de los mencionados grupos en proceso de paz y desmovilizados”.
 
La recordada experiencia del referendo uribista de 2003, es ademas una alerta sobre la necesidad de reducir la convocatoria a una sola pregunta. La formula se podría llamar Estado de Paz, un Estado de Excepción aplicado al logro de la paz.  
El gobierno Santos ha descartado la propuesta y solo podría revivir si se pacta en la mesa de negociación y entre los partidos de la coalición de gobierno y otros con representación en el Congreso de la República. La dificultad está en el corto tiempo para el trámite y ya las FARC han hablado de no enredar la paz con el debate electoral de 2015.
 
A pesar de las dificultades el referendo para el Estado de  excepción por la paz es una idea audaz que debiera ser considerada. La opción de una papeleta de voto por la paz es buena pero tendría solo un valor de movilización política, que no es poca cosa, pero sin los dientes de un referendo que vaya más allá de los temas de justicia transicional. Sólo un acontecimiento impredecible, una hecatómbe,  podría precipitar un pacto político para este voto con un frente tan amplio como el que eligió a Santos para el segundo periodo.
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